TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES 

RADICACIÓN: 6617060000035-2005-00017-01



            SINDICADO:    JOSÉ MANUEL RÍOS GONZÁLEZ


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, Marzo primero (1º) de dos mil cinco (2005).

ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA 076

 LECTURA DE SENTENCIA

	HORA: 
	9:00 a.m 

	ACUSADO: 
	José Manuel Ríos González

	CÉDULA DE CIUDADANÍA No:
	10.128.295 expedida en Pereira.

	DELITO
	Tráfico Estupefacientes


El suscrito Magistrado Ponente de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes se pueden sintetizar de la siguiente manera:

- A eso de la una de la madrugada del día trece (13) de febrero del presente año, en operativo de rutina, fue sorprendido el señor RÍOS GONZÁLEZ en posesión de una bolsa contentiva de trescientos noventa y seis (396) gramos de sustancia pulverulenta que al ser sometida al análisis químico de rigor arrojó como resultado cocaína. Al notar la presencia policial huyó y fue aprehendido momentos después. 

- La Fiscalía Treinta y Seis de la URI formuló la imputación ante la señora Juez de Control de Garantías, en cuya actuación aceptó la responsabilidad por iniciativa propia.

- Recibido el diligenciamiento por parte de la Juez del conocimiento, citó a audiencia de individualización de pena y sentencia, en la cual profirió fallo de condena con imposición de la sanción mínima, esto es, 96 meses de prisión y $50’865.395.oo de multa, montos que disminuidos en la mitad con ocasión de la terminación anticipada del proceso, arrojaron una cifra final de cuarenta y ocho (48) meses de prisión y $25’432.697.50 de multa. Corolario de ello, negó tanto el subrogado de la ejecución condicional de la pena como la prisión domiciliaria, habida consideración a que la pena imponible para este punible impide cualquier beneficio liberatorio.

2.- El Debate

En el transcurso de la audiencia pública de individualización de pena y sentencia ante la Juez Penal del Circuito, el señor Defensor Público consideró que para el presente caso era procedente la prisión domiciliaria en atención al descuento de “hasta la mitad de la pena” por aceptación de la culpabilidad en esta etapa procesal. La petición fue resuelta desfavorablemente por la señora Juez, habida consideración a la no satisfacción del requisito objeto de que trata el numeral primero del artículo 38 de la codificación penal, esto es, que sólo procede para delitos que tienen establecida una pena mínima igual o inferior a los cinco años de prisión.

El profesional del derecho, ante esta segunda instancia, insiste en su pretensión de la prisión en lugar de residencia para cuyo efecto refiere que: 1)- Su defendido aceptó la responsabilidad pero los cabecillas siguen libres, 2)- Hay que entender, bajo una interpretación favorable, que la Ley 906/04 fijó un nuevo parámetro punitivo, es decir, un mínimo diferente sin el cual la Juez no habría podido sancionar el comportamiento aquí atribuido; 3)- Considera que atendiendo la interpretación dada por la Corte Constitucional para el caso del artículo 147 de la Ley 65/93, acerca del permiso especial penitenciario de 72 horas, ese término “hasta la mitad” se debe entender en una cantidad fija en aras de preservar el principio de la igualdad; 4)- Debe tenerse presente que su representado fue favorecido inicialmente con la prisión domiciliaria y estuvo presente ante el Juzgado del conocimiento, es decir, dio muestras de ser persona que cumple compromisos.

La representante de la Fiscalía insistió en la negación del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, lo mismo que en la negación del sustituto de la prisión domiciliaria con fundamento en el no cumplimiento del factor subjetivo. Por su parte, la representante del Ministerio Público sostuvo que comparte en un todo la parte motiva del fallo de condena, por cuanto en realidad no se encuentra cumplido el requisito objetivo que contempla el artículo 38 del Código Penal para la concesión de la prisión domiciliaria, pues el límite mínimo definido por la ley para el tipo penal que se analiza, supera con creces los cinco (5) años de prisión.

3.- La Decisión

Para comenzar, corresponde recordar varias cosas que deben llamar la atención y que tienen relación directa con la decisión que aquí debe adoptarse: 

1. Que lo hallado en poder del justiciable arrojó un peso de trescientos noventa y seis (396) gramos de cocaína, es decir, una sustancia enervante en una cantidad nada despreciable, suficiente para envenenar a una gran cantidad de narcoadictos. No estamos por tanto en presencia de un traficante de bajo perfil, sino de la movilización de ese alcaloide a gran escala. 

2. Que la penalidad que contempla nuestra legislación, está cifrada precisamente en la cantidad de estupefaciente incautado, que para el caso que nos convoca oscila entre los 100 y los 2000 gramos de cocaína; luego entonces, la cantidad de 396 grs. supera en buena medida ese rango inferior, con lo cual, parece razonable que la sanción no partiera del mínimo como aquí se hizo sino de un tope superior de forma proporcional.

Con esos dos parámetros ya definidos, es imperioso decir que así las disposiciones que regulan el sustituto de la prisión domiciliaria permitieran su procedencia por el factor objetivo en este caso concreto, tendría que decirse que el hecho que aquí se juzga tiene unas características de gravedad innegables y por este sólo aspecto habría lugar a la negación del subrogado, pues su concesión está supeditada a un diagnóstico y pronóstico de la situación particular para establecer la conveniencia o inconveniencia de su concesión.

Para el caso específico, plena razón le asiste a la funcionaria del conocimiento al rechazar la petición habida consideración a que no se cuenta con el primer requisito de procedibilidad, es decir, existe para el caso en estudio una prohibición legal expresa toda vez que la pena mínima que corresponde al tipo penal infringido supera los cinco (5) años de prisión. Para llegar a esa conclusión corresponde decir, de conformidad con la jurisprudencia que rige la materia, que no es la pena a imponer la que marca la pauta para este efecto, sino la pena que legalmente se encuentra establecida para el tipo penal, a cuyo efecto el funcionario debe apreciar todas las circunstancias modificadoras de los límites punitivos, es decir, tanto las que atenúan como las que agravan la citada sanción mínima de la conducta  punible que se juzga.

Nótese entonces que el descuento de “hasta la mitad” no es una circunstancia modificadora de los límites punitivos, independientemente de la interpretación acerca de si se debe entender como una cantidad fija -como lo quiere hacer notar el señor defensor recurrente- o en un porcentaje determinado, pues no hace parte de las modalidades de la figura delictiva, como sí serían por caso los denominados dispositivos amplificadores del tipo: tentativa, complicidad, ira e intenso dolor, etc. Ese descuento por el acogimiento a la terminación anticipada del proceso, se hace al final y de manera independiente a la graduación o ponderación judicial de la pena, no incide en los límites punitivos sino en el monto final de pena a imponer. Se trata de una rebaja a la sanción resultante de ese ejercicio dosimétrico, similar a lo que acontece con otros beneficios procesales de la codificación anterior como el consagrado para el caso de la confesión. Uno y otro, es decir, beneficio punitivo por terminación anticipada y por confesión, no modifican los extremos punitivos, simplemente son ventajas para el sentenciado que concurren independientemente del tipo penal por el cual se le acusa.

Téngase en cuenta que esta rebaja de “hasta la mitad” no puede confundirse con aquellas otras rebajas punitivas que tienen relación directa con el ilícito en cuestión, como por ejemplo la que consagra el artículo 171 del Código Penal cuando prescribe que la pena en el secuestro se disminuirá “hasta en la mitad” si la persona es liberada antes de los quince (15) días. Para éste último evento, se aplica el artículo 60 C.P. que se refiere a los parámetros para la determinación de los mínimos y máximos, única y exclusivamente en aquellos eventos en que “hubiere circunstancias modificadoras de dichos límites”, es decir, contrario sensu, que no es aplicable en aquellas situaciones no modificadoras de los límites por fenómenos postdelictuales como es el caso de la terminación anticipada que aquí se está analizando. Bien esclarecedora de este punto es la sentencia de Casación de mayo 27 de 2004 con ponencia del doctor Alfredo Gómez Quintero, que sobre el particular indicó:

Concretada o individualizada la sanción, será respecto de ese quantum que se aplicarán los fenómenos postdelictuales, es decir, aquellas circunstancias fácticas, personales o procesales que se estructuran con posterioridad a la comisión de la conducta, entre las cuales caben citarse las rebajas por sentencia anticipada..., por confesión..., por reparación en los delitos contra el patrimonio económico..., por reintegro en el peculado..., por retractación en el faso testimonio..., por presentación voluntaria en la fuga de presos...,etc., cómputo con el cual habrá finalizado el procedimiento de dosificación o de individualización de la sanción a purgar por el condenado. (radicación. 20642)

En otras palabras, teniendo en cuenta que la rebaja de pena concedida al señor JOSÉ MANUEL RÍOS GONZÁLEZ obedeció a un acontecer posterior a la consumación del tipo penal por el que se le condenó, resulta improcedente la concesión de la prisión domiciliaria por cuanto el límite mínimo estipulado por la ley supera los cinco años de prisión.

Como punto final, debe aclararse que la multa impuesta debe ser consignada a favor del Tesoro Nacional bajo la administración del Consejo Nacional de Estupefacientes (artículo 62 de la ley 30 de 1986, norma especial vigente) y no a órdenes Consejo Superior de la Judicatura como lo expresó la Juez de instancia. 

La decisión revisada entonces, merece ser confirmada con la anotada aclaración.  

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas, pero ACLARA que la multa impuesta debe ser prestada a órdenes del Consejo Nacional de Estupefacientes. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación. 

Los magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      
                
      VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

La Secretaria de la Sala, 

   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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